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INTRODUCCIÓN 
 
 Este proyecto de investigación es producto de la preocupación constante por el 
desinterés del Estado colombiano, y puntualmente del Municipio de Pereira en la 
producción de un marco legal que no sólo proteja el derecho fundamental a un 
ambiente sano, sino también frente a la descongestión del aparato administrativo 
respecto de la presentación de comparendos ambientales y acciones populares 
encaminadas a la prevención para este flagelo, que busca en deterioro del planeta y de 
las autoridades administrativas y judiciales. 
 
 La Constitución Colombiana de 1991 en su capítulo 3 es garante de estos 
derechos conocidos como de tercera generación, amén de ser el amparador por 
excelencia de su cumplimiento. 
 
 Elaborar un plan de acción frente a la limitación de los ciudadanos a la hora de 
intervenir en  la conservación ambiental, es no sólo una obligación de los administrados 
sino también en las autoridades obligadas a diseñar políticas y mecanismos afines en la 
materia con el objetivo principal de conservación. 
 
 Pereira, una ciudad aproximadamente con 472.023 habitantes, donde se 
aplicaron en los primeros meses del año 2015, 322 comparendos ambientales a 
personas naturales y 13 a personas jurídicas, de ellos, 297 de primer nivel 
(capacitación), 136 de segundo nivel (trabajos sociales), y 12 de tercer nivel (multa 
económica); datos suministrados por la Gobernación de Risaralda.  
 
 Teniendo en cuenta que esta contaminación obedece al arrojo de residuos 
sólidos o escombros en espacio público en sitios no autorizados. 
 
 Así las cosas, la ciudad culturalmente expuesta a la poca conservación ambiental 
debería ser rígida en materia ambiental y aunque en la administración se ha 
preocupado por implementar EL COMPARENDO AMBIENTAL como mecanismo idóneo 
en la prevención, necesidad de políticas ambientales más rígidas, pues es preocupante 
el hecho de que con las eliminación del incentivo frente a las acciones populares, la 
intervención de los ciudadanos se ha visto reducida través de los años. 
 
 Tan importante lo anterior, como la regulación a nivel nacional de leyes 
generales que obliguen a las autoridades locales al cumplimiento de las mismas, de 
ésta manera, el éxito de la conservación del planeta y el atacamiento de las leyes 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 1. PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN  
 
El problema radica principalmente en la crisis ambiental que vive Colombia en la 
actualidad como consecuencia de la ineficiencia del Estado en el momento de la 
formulación de políticas eficaces que contribuyan a la disminución de la contaminación 
ambiental. 
De acuerdo a lineamientos de la normatividad internacional, en el Estado 
Colombiano los derechos se encuentran mayormente divididos en tres categorías, de 
acuerdo no solo a su complejaidad e importancia, sino a un orden intrinseco 
determinado por la evolución de las sociedades, en el que primero se protegía al 
hombre como individuo en si mismo (primera generación), luego se le protege en su rol 
social (segunda generación) y, por último, se le brindan herramientas de protección, 
tomándolo en cuenta como integrante de una comunidad con consciencia de identidad 
colectiva. 
Esta última, se ha mostrado especialmente importante en el Estado Colombiano, 
respecto de la necesidad de protección por parte del Estado del derecho al medio 
ambiente, por la situación indiscriminada en que estos derechos se han visto 
vulnerados sistemáticamente. 
Por lo anterior, era primordial que el Estado, o mejor, el Municipio de Pereira, 
atendiendo a la localidad de la que trata este proyecto, creara una sólida estructura 
jurídica, con correcta ejecución,  que le permitiera proteger eficazmente al medio 
ambiente para así prevenir riesgos ambientales y evitar catástrofes de la misma índole; 
todo esto sin generar congestión en el aparato judicial y administrativo. Ante esto, se 
gestó la Dirección de Gestión de Riesgo (en adelante DIGER), como entidad encargada 
de la imposición de comparendos ambientales a aquellos que violan las normas 
municipales desarrolladas en torno a la protección del medio ambiente. 
 
Ahora bien, dadoo que la creación de la DIGER se dio con la llegada de una 
nueva administración a la localidad municipal de Pereira, Alcalde Juan Pablo Gallo 
Maya (2016-2020), quien anunció que trae con si una política exhaustiva de protección 
ambiental, con la implementación de las herramientas ya existentes así como la 
gestación de nuevas políticas y programas al respecto; llama la atención comprobar 
cuáles han sido los avances respecto de la protección efectiva del medio ambiente, 
representada en comparendos ambientales correctamente impuestos, en los años 
2016-2017. 
Por lo anterior, se genera el siguiente interrogante. 
 ¿CÓMO HA SIDO LA INTERVENCIÓN POR PARTE DE LA DIGER (DIRECCIÓN DE 
GESTIÓN DE RIESGO) FRENTE A LA PROTECCIÓN DEL MEDIO AMBIENTE EN EL 
MUNICIPIO DE PEREIRA ENTRE LOS AÑOS 2016 Y 2017? 
 
 
 
 
2. JUSTIFICACIÓN 
 
Inicialmente, para la mentalidad universal, todo el espectro medioambiental, la 
protección y su sostenibilidad, era tan incipiente que el derecho a gozar de un ambiente 
sano, respirar aire puro, disponer de agua limpia y alimentos no contaminados, no fue, 
ni siquiera, consagrado en la Declaración Universal de los Derechos Humanos 
(Asamblea General de las Naciones Unidas, 1948) puesto que la sensibilización al tema 
era prácticamente nula. 
 
Posteriormente, una vez las sociedades infirieron que el medio ambiente no 
afectaba solo la calidad de vida, sino también que retrasa el progreso social, se inició la 
tarea de reglamentar, limitar y controlar el problema. Esto se hizo, por primera vez,  a 
través de la Comisión Nacional sobre el medio ambiente, constituida por la Asamblea 
General de Naciones Unidas en 1983 (35 años después de la Declaración Universal de 
los Derechos Humanos). 
 
Una vez contemplado y establecido como el “derecho a un medio ambiente sano, 
podemos decir que, en sí, es un derecho ya que se ha señalado específicamente, con 
el reflejo de la calidad en la salud, la vida, integridad física de todos los ciudadanos; se 
considera como deber, ya que exige de las autoridades y particulares acciones 
encaminadas a su protección (Amaya 2010, p133) 
 
El Estado Colombiano, inició, paralelamente, su propio camino para la 
conservación y manejo del medio ambiente, siguiendo, consecuentemente, las 
directrices internacionales su camino a la generación; esto se logró mediante diferentes 
normas fragmentadas y dispersas, hasta que en el año 1974 con la expedición del 
Código Nacional  de los Recursos Naturales Renovables y Protección del Medio 
Ambiente, el cual fue el hito jurídico para hablar de una legislación ambiental real. Este 
código sería ampliamente fortalecido posteriormente con la Constitución Política de 
Colombia (1991) 
 
A partir de ese momento, el derecho a un ambiente sano, entre otros derechos 
de tercera generación, se han visto ampliamente reglamentados por un sin fin de 
normas jurídicas de todo orden (nacional, departamental y municipal). Si bien se creó, 
entonces, un marco legal debidamente planteado y establecido para el tema que ocupa 
este proyecto, el problema real del Estado Colombiano no se subsanó. 
 
Colombia goza o sufre, de acuerdo a la posición, de una notable proliferación de 
normas jurídicas, que se evidencia en cascadas de leyes y decretos que versan sobre 
todo tipo de problemáticas del país. Lamentablemente, solo un porcentaje notablemente 
bajo de esta normatividad ha generado una contribución real a regular aspectos de la 
vida social y/o a solucionar problemas graves que enfrenta el Estado. La protección del 
medio ambiente no se libra de ello. 
 
En los últimos años, la problemática del tema medioambiental no se debe 
entonces a la falta de regulación en el tema, sino a la falta de conocimiento y a la pobre 
ejecución de esta. De modo que, se ha evidenciado como un estudio necesario y 
pertinente, el hecho de revisar cuál ha sido realmente la protección efectiva que se le 
ha hecho al medio ambiente, tomando como elementos de consideración ponderables 
los comparendos ambientales impuestos a quienes han contrariado la normatividad al 
respecto. 
 
Ahora bien, en la localidad del Municipio de Pereira, el cual no se ha visto exento 
de los problemas medioambientales que se presentan en el resto del país, el señor 
Juan Pablo Gallo Maya alcanzó la alcaldía y se encuentra en frente de la administración 
desde el año 2.016 y lo continuará haciendo, a menos que algo extraordinario ocurra, 
hasta el año 2.020. 
 
Con el arribo de la administración del señor Juan Pablo Gallo Maya, se 
generaron bastantes expectativas en un sinnúmero de temas y problemáticas, pero 
especialmente en el de protección animal y medioambiental, toda vez que el alcalde 
incluía dentro de sus objetivos de gobierno, los de alcanzar una protección y 
conservación real de estos elementos. Con este fin, a través de una re estructuración 
general de la alcaldía dada con el Decreto 834 del 2016, se gestó la DIGER como una 
dirección dependiente directamente de la administración municipal. 
 
Es así, como surge la intención de investigar cuál ha sido el impacto real que ha 
traído la creación de la DIGER y la implementación de sus protocolos y si ha logrado 
una protección efectiva al medio ambiente de Pereira, respetando uno de los derechos 
de tercera generación de la ciudadanía de dicha localidad. La forma más lógica de 
hacerlo, es comparando la intervención administrativa en este municipio en los años 
inmediatamente anteriores a la creación de la dirección de riesgo mencionada (2013-
2015), con los resultados arrojados por el mismo concepto en los años 2016-2017.  
 
Lo anterior, irremediablemente, traerá consigo la respectiva y pertinente 
respuesta al interrogante de la presente investigación, señalando la efectividad de la 
DIGER en el municipio de Pereira, lo que puede servir, en cierto punto, como 
fundamento de estudios e investigaciones posteriores que busquen un mejoramiento al 
desarrollo de la protección medioambiental en la localidad. 
 
 
 
 
  
 
 3. OBJETIVOS 
 
3.1 Objetivo General 
 
 Analizar la intervención de la DIGER (Dirección de Gestión de Riesgo) frente a la 
protección del medio ambiente en el municipio de Pereira entre los años 2016 a 2017. 
 
3.2 Objetivos Específicos 
 
1) Explicar los mecanismos implementados por la Administración Municipal de          
Pereira, en el periodo 2016-2017, para la protección del medio ambiente. 
 
2) Examinar los mecanismos de evaluación y control de los riesgos ambientales, 
aplicados por la DIGER, para la protección del medio ambiente, en la ciudad de 
Pereira, de conformidad con lo establecido en la ley 1523 de 2012. 
 
3) Establecer la correspondencia existente entre de los comparendos ambientales 
realizados en la Administración Municipal y las infracciones ambientales 
denunciadas por los ciudadanos del Municipio de Pereira entre los años 2016 a 
2017. 
  
 
 
 
 
 
 
 
4. MARCO DE REFERENCIAL 
 
4.1 MARCO HISTORICO 
  
A medida que las civilizaciones han avanzado, un sinnúmero de situaciones 
especiales, antes prácticamente ignoradas, han llamado la atención de los estudiosos 
en cuánto a la influencia de dichas temáticas en el desarrollo y progreso. Este fue el 
caso del medio ambiente, el cual solo hasta la mitad del siglo pasado empezó a ser 
tenido en cuenta por los economistas como un factor influyente en el desarrollo; 
especialmente cuando se hizo notable el carácter limitado de la oferta natural (Sánchez, 
2002). 
Es decir, solo cuando se empezó a entender que los recursos son limitados y 
que, por lo tanto, se debía generar algún tipo de protección y limitación a la forma y en 
qué se distribuían. En consecuencia, el medio ambiente, su protección e impacto fue 
contemplado, regulado y analizado. 
 
 Luego de la conciencia adquirida sobre lo equivocado que era el concepto 
“inagotable” de los recursos naturales, se hicieron cierto tipo de acercamientos a la 
protección del medio ambiente, abordándolo desde diferentes temáticas muy 
específicas; Por ejemplo,   
 
“La Convención Internacional para la Regulación de la Captura de Ballenas 
(1946); la Convención Internacional para la Prevención de la Contaminación del 
Mar por Petróleo (1954); la Convención sobre Pesca y Conservación de los 
Recursos Pesqueros de Alta Mar (1958); el Tratado de la Antártica (1959); la 
Convención sobre Humedales de Importancia Internacional, Especialmente como 
Hábitat de la Vida Acuática” (RAMSAR, 1971). 
 
 Después, se realiza la primera conferencia mundial sobre el medio ambiente, la 
cual tomó lugar en Estocolmo, en el año 1972, la cual fue considerada el primer 
esfuerzo mundial para enfrentar los problemas ambientales, destacándose por señalar 
las amenazas generadas por la contaminación industrial  y el bienestar humano. En 
esta, después de haber realizado una gran reflexión teórica previa, participaron jefes de 
estado, representas y diferentes ONG. La masiva asistencia y la gran implicación de la 
materia para el momento histórico que se desarrollaba (Guerra fría), se tuvo como 
resultados prácticos y tangibles el establecimiento del día internacional de la tierra, 5 de 
junio, y la creación del Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente 
(PNUMA), el cual se convertiría posteriormente, en  1975, en el escenario óptimo para 
desarrollar el Programa Internacional para la Educación Ambiental (PIEA) 
(Eschenhagen, 2007). El PNUMA, con objetivos como la asistencia técnica a los 
Estados para adoptar medidas ambientales, formar personal especializado y fortalecer 
instituciones tanto del orden regional y municipal, como del Nacional, que puedan 
brindar información y educación en la materia, basaba la ejecución de sus operaciones 
en seis de seis esferas prioritarias: asentamientos humanos y salud, ecosistemas 
terrestres, medio ambiente y desarrollo, océanos, energía y desastres naturales. (Novo, 
1995). 
 
 Dos décadas después de la iniciativa de la conferencia de Estocolmo, se empezó 
a gestar la Conferencia de Río, la cual se desarrollaría en el año 1992, con una 
perspectiva de la problemática medio ambiental, puesto que se propendía mermar un 
poco el protagonismo a n los aspectos técnicos de la contaminación provocada por la 
industrialización acelerada, por la explosión demográfica y por la intensificación del 
proceso de crecimiento urbano y enfocarse más en los aspectos influyentes de la 
problemática en el pobre desarrollo de los países, en especial de los denominados 
tercermundistas. La realización de esta,  también llamada Cumbre de la Tierra, significó 
la aceptación expresa de que la problemática obedecía al agotamiento de un estilo de 
desarrollo, que se había evidenciado ecológicamente depredador, socialmente perverso 
y políticamente injusto. (Guimaraes, 1992). 
 
 Paralelamente, en 1987 por la Comisión Mundial Para el Medio Ambiente y el 
Desarrollo de la ONU, encabezada por la doctora noruega Harlem Burtland, emitió el 
libro “Nuestro Futuro Común”, donde se expresó y definió el desarrollo sostenible como: 
la importante idea de que las sociedades han de satisfacer las necesidades sin 
comprometer la capacidad de las generaciones futuras para satisfacer sus propias 
necesidades (Riechman, 1995).  
 
En Colombia, para la mitad del siglo XX, y finalizando la década de los noventa, 
la política proteccionista, fue eje fundamental en cuanto al desarrollo industrial nacional. 
Los países de mayor desarrollo tecnológico y concentración de capital, para la época de 
1990, desarrollaron una propuesta de globalización, que han sido determinantes en la 
evolución dela industrial, el comercio y la agricultura Colombiana, y su 
complementación con los recursos naturales y el medio ambiente. 
 
“Los vertimientos de las aguas residuales se efectuó en ríos y cuerpos de agua de 
tamaño y, por lo tanto, de escasa capacidad asimilativa. El sector agropecuario, 
por otra parte, se ha expandido a través de una colonización depredadora que 
junto al surgimiento de los cultivos ilícitos son responsables, entre otros factores, 
de más del 70% de la deforestación. El crecimiento urbano descontrolado, por otro 
lado, se caracteriza por el crecimiento de aguas residuales no tratadas, emisiones 
atmosféricas, generación de residuos altamente tóxicos y, en general, altos 
niveles de contaminación que afectan negativamente la calidad de vida en las 
ciudades. Aunque la situación anterior ha empezado a cambiar, en Colombia los 
efectos ambientales del crecimiento se manejaron como externalidades que 
debían ser absorbidas por la sociedad. No había incentivos económicos para optar 
por tecnologías ambientales”. (Sánchez y Uribe, 1994). 
 
 La Constitución de 1991 y la Ley 99 de 1993, precedidas por Código Nacional de 
los Recursos Naturales Renovables y Protección del Medio Ambiente o decreto ley 
2811 de 1974 han obligado, o por lo menos estimulado, a reducir los niveles de 
contaminación, es decir, los sectores exportadores deben reducir sus niveles de 
contaminación si quieren competir en el mercado internacional, en un intento 
desesperado por ponerle freno a la problemática. 
 
 
 Colombia se caracteriza por tener una de las mayores riquezas en recursos 
naturales. Cuenta con  el 10% de la flora y fauna mundial, con el 20% de las especies 
de aves del mundo, 1/ 3 de las especies primates de América, y más de 56.000 
especies de plantas fanerógamas registradas. En los cuales se sigue implementando a 
través de la Procuraduría General de la Nación, Contraloría General de la Nación y las 
Corporaciones Autónomas ejercer control y vigilancia sobre los recursos del País. Pero 
¿Qué tanto el Gobierno Nacional está realizando estas labores para minimizar los 
impactos ambientales? 
 
 
 Ahora bien, el Estado cuenta con el Sistema Nacional de Gestión de Riesgo 
de Desastres, (SNGRD) el cual opera como el DIGER. El cual, es la Unidad que dirige, 
orienta y coordina la Gestión del Riesgo de Desastres en Colombia, fortaleciendo las 
capacidades de las entidades públicas, privadas, comunitarias y de la sociedad en 
general, con el propósito explícito de contribuir al mejoramiento de la calidad de vida de 
las personas y al desarrollo sostenible, a través del conocimiento del riesgo, su 
reducción y el manejo de los desastres asociados con fenómenos de origen natural, 
socionatural, tecnológico y humano no intencional. 
 
  
Su objetivo principal es dirigir la ejecución efectiva de la gestión del riesgo de 
desastres, implementando políticas de desarrollo sostenible, coordinando el 
funcionamiento y el desarrollo del sistema nacional para la prevención y atención de 
desastres – SNPAD. De esta manera y con este fin, cuenta como objetivos específicos, 
los de dirigir la implementación de la gestión del riesgo de desastres, coordinar el 
funcionamiento y desarrollo continuo del SNGRD. Así como implementar mecanismos, 
con el fin de modificar o disminuir las condiciones de riesgo que eventualmente puedan 
presentarse en Colombia,  con el objeto de disminuir la amenaza y la vulnerabilidad de 
las personas, los medios de subsistencia, los bienes, la infraestructura y los recursos 
ambientales expuestos a daños y pérdidas en caso de producirse desastres naturales. 
 
4.2 MARCO TEÓRICO 
 
En orden a desarrollar esta investigación, la cual evaluará la efectividad de la 
DIGER en el municipio de Pereira en los años 2016-2017, específicamente observando 
sus resultados, traducidos en comparendos ambientales impartidos efectivamente, se 
hace de vital importancia entender claramente los fundamentos teóricos que darán 
claridad al presente proyecto. En este sentido, es menester conocer una corriente 
filosófica que permita entender la manera en que hasta ahora se ha venido ejecutando 
la labor de la dependencia referida. 
 
Dado que la DIGER fue creada mediante la ley a nivel municipal (Acuerdo 
municipal 834 de 2016), el cual tiene eficacia dentro del ámbito jurídico aplicable; se ha 
de tomar al Realismo Jurídico Escandinavo, como la principal fuente de entendimiento, 
para comprender cómo se ha venido desarrollando su gestión en lo que respecta a la 
protección del medio ambiente de la ciudad de Pereira. En este orden de ideas, es 
importante tener en cuenta que el realismo jurídico es una escuela que sólo concibe la 
posibilidad del pensamiento desde lo empírico, es decir que no valida ninguna ciencia 
que no sea verificable desde las realidades espacio- temporales. 
 
Ahora bien, dentro del realismo jurídico, se desarrolla específicamente la 
corriente escandinava, teniendo que sus expositores consideran que las normas 
jurídicas han dejado de ser mandatos de la autoridad y valoraciones de la justicia, pues 
consideran que ahora son más unas directivas que pretender generar cierto proceder 
en el comportamiento del conglomerado al cual se aplica (Villoro). Lo anterior quiere 
decir que, “Las Leyes no se sancionan para comunicar verdades teoréticas sino para 
dirigir el comportamiento de los hombres –tanto de los jueces como de los ciudadanos- 
a fin de que actúen de una cierta manera deseada. Un parlamento no es una oficina de 
información, sino un órgano central de dirección social” (Ross,1963). 
 
Por lo anterior, y dado que se toman las normas como un precepto de conducta 
que la ciudadanía ha de seguir, pero que también basan su eficacia en la forma en que 
la administración las ejecute, se debe observar la eficacia del Decreto 834 del 2016, 
con el que fue reestructurada la Alcaldía Municipal de Pereira en pleno, por lo que fuera 
el que creara la DIGER como una dependencia directa de la administración, así como 
vislumbrar la efectividad de los lineamientos, protocolos y direcciones con los que 
cuenta dicha dependencia, para determinar así si se tiene como fin el goce efectivo de 
los derechos consagrados en ella y la implementación adecuada por parte de las 
autoridades administrativas. 
 
Por otra parte, se entiende que la norma legalmente expedida se considera 
válida siempre y cuando sea obligatoria, lo cual hace un somero estudio a las leyes, 
pero deja por fuera un elemento de vital importancia, en especial respecto a la eficacia 
de la misma, ya que si bien ésta puede ser válida, al mismo tiempo, puede ser ineficaz. 
Es por esto que, de acuerdo a lo expresado por Ross (1969), la normatividad pasará de 
gozar de validez normativa a convertirse en normatividad vigente. Por vigencia, Ross 
entiende el hecho de que la norma es efectivamente usada y aplicada por los órganos 
encargados de disponer del uso de la fuerza, esto es, por los tribunales y ciertos 
funcionarios administrativos (Buyling, 1981). 
 
Es por esto, que la eficacia de la DIGER, sus lineamientos, planes, políticas, 
programas e imposición de sanciones, ha de ser estudiada mediante esta investigación, 
bajo las luces del Realismo Jurídico Escandinavo. 
 
4.3 MARCO JURIDICO 
 
4.3.1. REFERENTES INTERNACIONALES 
 
Resulta imperativa la revisión del tema en concreto en un ámbito internacional, que 
arroje contextos y lineamientos que, al ser ratificados por este Estado, 
irremediablemente dictan el tenor de las disposiciones nacionales. En este sentido, 
Colombia ha incorporado a su normatividad interna numerosos textos de tratados y 
convenios de diferentes materias y naturaleza, entre los que se destacan, por su 
importancia para el asunto en cuestión los siguientes: 
 
Convención relativa a los Humedales, de importancia internacional, 
especialmente como Hábitad de Aves acuáticas. Esta conferencia, llamada también 
“Conferencia de RAMSAR”, es un acuerdo intergubernamental nacido en el año 1971, 
cuya misión es la de propender por la conservación y uso adecuado de los humedales, 
mediante acciones locales y Nacionales. Recibe su nombre por el balneario RAMSAR, 
en Irán, donde fue realizada la convención.  
 
Declaración de Estocolmo de la Conferencia de Naciones Unidas sobre el 
Medio Humano. Esta declaración nació en la también llamada “Conferencia de 
Estocolmo”, tuvo fecha en 1972. Fue planteada como la primera gran conferencia de la 
Organización de Naciones Unidas (ONU) en la que se trataran cuestiones ambientales 
internacionales. Esta, como expresan Baylis y Smith (2005): marcó un punto de 
inflexión en el desarrollo de la política internacional del medio ambiente. Su contenido 
consta de 26 principios sobre el medio ambiente y desarrollo, un plan de acción con 
mas de 109 recomendaciones y una resolución. 
 
Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazados de 
Flora y Fauna Silvestre). Firmada en el año 1963, entrada a regir en el año 1975, 
nació como un acuerdo internacional concertado entre los gobiernos con el fin de velar 
porque el comercio de especímenes de animales y plantas silvestres, no afecte su 
superviviencia. Se dictó como una resolución aprobada, nacida en la Unión Mundial 
para la Naturaleza (UMN). 
 
Convenio de Viena para la Protección de la Capa de Ozono. Aprobado en 
1985, entró en vigor en septiembre de 1988. Se convirtió, en el 2009, en el primer 
instrumento de su tipo en alcanzar ratificación universal. Entre sus objteivos está lograr 
que los Estados promuevan la cooperación mediante observaciones, investigación y el 
intercambio de información sobre los efectos de las actividades humanas en la capa de 
ozono; así como que adopten medidas legislativas o administrativas contra las 
actividades que puedan tener efectos adversos sobre la capa de ozono. 
 
Declaración de Rio sobre el Medio Ambiente y Desarrollo. Creada en el 
marco de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y Desarrollo, 
la cual se desarrolló en el  año 1992, en Río de Janeiro. La también llamada “Cumbre 
de la Tierra”, buscaba reafirmar la Declaración de la Conferencia de Estocolmo, así 
como crear nuevas alianzas mundiales mediante la cooperación de Estados, que 
buscaran la protección del medio ambiente. Procuraba alcanzar acuerdos 
internacionales en lo que respetaran los intereses de todos y se protegiera la integridad 
del sistem ambiental; Está compuesta por 27 prinicipios. 
 
Convenio sobre la Diversidad Biológica. Redactada y firmada en 1992, tuvo 
como objetivo el de conservar la biodiversidad, el uso sostenible de sus componentes y 
la participación justa y equitativa de los beneficios resultantes de la utilización de los 
recursos genéticos. Promueve constantemente la asociación entre países. 
 
Protocolo de enmienda de 1996 relativo al “Convenio sobre la prevención 
de la contaminación del mar por vertimientos de desechos y otras materias de 
1972”. Este protocolo debe remplazar al Convenio de 1972. De acuerdo con lo 
dispuesto por el artículo 2º del Protocolo, las Partes “adoptarán medidas eficaces…para 
prevenir, reducir y, cuando sea factible, eliminar la contaminación causada por el 
vertimiento o la incineración en el mar”. 
 
 
Protocolo de Cartagena sobre seguridad de la biotecnología del Convenio 
de diversidad biológica, 2000. Dentro del cual, se encuentra el llamado “acuerdo 
fundamentado previo”, según el cual se crean procedimientos específicos para autorizar 
al  país importador el primer movimiento transfronterizo de OGM.  
 
Convenio de Rotterdam. Su primera Convención de Partes tuvo lugar en 
Ginebra en el año 2004. Contiene el procedimiento de consentimiento fundamentado 
previo aplicable a ciertos plaguicidas y productos químicos peligrosos objeto 
de comercio internacional. Establece también una línea de defensa contra tragedias 
futuras de la materia, impidiendo la importación no deseada de productos químicos no 
deseados. Entre otros. 
 
  Protocolo de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio 
Climático. También conocido como el “Protocolo de Kioto”, entró en rigor en el año 
2005. Acuerdo internacional gubernamental que busca reducir las emisiones de ciertos 
gases que generan efecto invernadero y causan el calentamiento global. 
 
4.3.2. MARCO CONSTITUCIONAL 
 
Siendo la Constitución política de Colombia una carta política que regula y 
establece un marco jurídico dentro del cual deberán ser desarrolladas las diferentes 
normatividades, es lógico hacer referencia a numerosas materias y situaciones que si 
bien no se estuvieran desarrollando para el momento en que la Asamblea Constituyente 
la edificó, establece pilares o bien fundamentos que determinarán la protección, 
importancia y demás aspectos de estas. 
 
Respecto a la protección del medio ambiente, la constitución desarrolló lo que se 
puede llamar como los fundamentos para todas aquellas disposiciones posteriores que 
desarrollarían la cuestión. 
 
Así, en su artículo 8 inicia reconociendo que es obligación del Estado y de las 
personas proteger las riquezas de la Nación. También, en su artículo 49 menciona la 
atención a la salud y el saneamiento ambiental al que todos tiene derecho. El derecho 
al medio ambiente, se ve plenamente desarrollado en el capítulo 3, de los Derechos 
Colectivos y del Ambiente, el cual reza, desde el artículo 78 hasta el 82,  
 
“Que la ley garantiza la participación de la comunidad en las decisiones que 
puedan afectar el ambiente sano. Así mismo, acepta como deber del Estado 
proteger la integridad del ambiente, de conservar las áreas de especial 
importancia ecológica y fomentar la educación para el logro de estos fines. 
También hace las prohibiciones pertinentes y concordantes con los protocolos 
internacionales en los cuales participó y ratificó, etc”. (Constitución Política de 
Colombia, 1991) 
 
El derecho al medio ambiente está también contemplado dentro de los que se puede 
defender a través de las acciones populares, dándole al mismo una oportunidad de 
protección muy importante. También se plantea dicha protección en el artículo 215, el 
cual reza que se podrá decretar Estado de Emergencia ante cualquier hecho que 
perturbe el orden ecológico del país. 
 
En caso de ver vulnerados los derechos por que se está desprotegiendo 
notablemente al medio ambiente, se han creado mecanismos de acción para que se 
puedan prevenir y corregir los mismos, siendo estas: acciones de tutela, acciones 
populares, acciones de cumplimiento. Por parte del gobierno local, se debe realizar a 
través del personero para poner por obra el artículo 79 de la Constitución política en la 
cual se otorga  el derecho de poder disponer de un ambiente sano, y a través de los 
artículos 117, 118 y 277 la procuraduría general de la nación la encargada de fiscalizar 
del correcto cumplimiento del artículo 79. 
 
4.3.3. MARCO LEGAL 
 
Ley 99 de 1993, por medio de la cual se da la creación del Ministerio del Medio 
Ambiente, se reordena el Sector público encargado de la gestión y conservación del 
medio ambiente y los recursos naturales renovables, y se organiza el Sistema Nacional 
Ambiental –SINA. 
 
Ley 373 de 1997, por medio de la cual se establece el programa para el uso eficiente y 
ahorro de agua. 
 
La Ley 430 de 1998, desarrolla normas prohibitivas en materia ambiental, referentes a 
los desechos peligrosos. Es así como la misma prevé en su objeto lo siguiente:  
 
“La presente ley tendrá como objeto, regular todo lo relacionado con la prohibición 
de introducir desechos peligrosos al territorio nacional, en cualquier modalidad 
según lo establecido en el Convenio de Basilea y sus anexos, y con la 
responsabilidad por el manejo integral de los generados en el país y en el proceso 
de producción, gestión y manejo de los mismos, así mismo regula la 
infraestructura de la que deben ser dotadas las autoridades aduaneras y zonas 
francas y portuarias, con el fin de detectar de manera técnica y científica la 
introducción de estos residuos, regula las sanciones en la Ley 99 de 1993 para 
quien viole el contenido de esta ley y se permite la utilización de los aceites 
lubricantes de desechos, con el fin de producir energía eléctrica” (Ley 430 de1998, 
1998) 
Referente a la aplicación del comparendo ambiental el congreso expidió la Ley 1259 de 
2008, por medio de la cual se instaura en el territorio nacional la aplicación del mismo, a 
los infractores de las normas de aseo, limpieza y recolección de escombros y es por 
eso que en su objeto establece: 
La finalidad de la presente ley es crear e implementar el Comparendo Ambiental 
como instrumento de cultura ciudadana, sobre el adecuado manejo de residuos 
sólidos y escombros, previendo la afectación del medio ambiente y la salud 
pública, mediante sanciones pedagógicas y económicas a todas aquellas 
personas naturales o jurídicas que infrinjan la normatividad existente en materia 
de residuos sólidos; así como propiciar el fomento de estímulos a las buenas 
prácticas ambientalistas. (Ley 1259 de 2008, 2008) 
Por su parte la Ley 1333 2009, establece el procedimiento sancionatorio ambiental con 
la ayuda del Ministerio del medio ambiente y las corporación autónomas regionales y de 
desarrollo sostenible, y es así como en su artículo 5 se establece el régimen 
sancionatorio aplicable en caso de acción u omisión respecto a las normas ambientales. 
(ley 1333 de 2009, 2009). 
En la ley 1523 de 2012, se adopta la política de gestión del riesgo de desastres y se 
establece el Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres, en ella se define la 
gestión del riesgo como un proceso social encaminado a la realización y seguimiento de 
los programas de reducción y manejo de desastres, así lo define en su artículo 1: 
La gestión del riesgo de desastres, en adelante la gestión del riesgo, es un 
proceso social orientado a la formulación, ejecución, seguimiento y evaluación de 
políticas, estrategias, planes, programas, regulaciones, instrumentos, medidas y 
acciones permanentes para el conocimiento y la reducción del riesgo y para el 
manejo de desastres, con el propósito explícito de contribuir a la seguridad, el 
bienestar, la calidad de vida de las personas y al desarrollo sostenible.  (Ley 1523 
, 2012) 
A partir de la nueva gerencia del Alcalde Juan Pablo Gallo se expidió el Decreto 834 de 
2016, por medio del cual se reestructuró la Alcaldía Municipal de Pereira, dentro del 
cual la DOPAD (Dirección Operativa Interna de la Secretaría de Gobierno Municipal) 
pasó a ser parte del Despacho del Alcalde Municipal, denominándose DIGER.  
 
Por último en el Decreto 239 de 2017, se conforma el Concejo Municipal para la 
Gestión del riesgo y Comités de reducción de conocimiento y manejo de desastres, lo 
cual permite disminuir la amenaza de riesgos naturales, pese a ser casos fortuitos. 
 
4.3.4. MARCO JURISPRUDENCIAL 
 
En sentencia T-451 de 1992. MP: Ciro Angarita Barón. En esta reconoce el 
derecho al ambiente sano como uno fundamental, y pone de presente la necesidad de 
crear mecanismos eficaces de protección, pues el deterioro del ambiente está 
generando nefastas consecuencias en nuestro sistema y amenaza gravemente la 
supervivencia de la especie.  
La corte señalo que el carácter de fundamental de un derecho se determina 
posterior al estudio de cada caso en concreto, atendiendo no solo a la inscripción de 
estos en el titulo primero de la constitución, sino también en la conexidad de estos 
derechos con los titulados como fundamentales. 
 
Así mismo, en la Sentencia T-536 de 1992. MP: Simón Rodríguez Rodríguez, se 
establece el ambiente sano y ecológicamente equilibrado como un derecho 
constitucional fundamental pues su violación atenta directamente contra la perpetuación 
de la especie humana y, en consecuencia, con el derecho más fundamental del 
hombre: la vida. Así mismo establece que existen unos límites tolerables de 
contaminación que al ser traspasado constituyen un perjuicio para el medio ambiente y 
la vida, que no pueden ser justificables y por lo tanto exigen imponer unos correctivos. 
La corte considera que el Estado, está en la obligación de proteger la integridad del 
medio ambiente, solucionar las necesidades básicas que aún no se encuentran 
satisfechas e incentivar la educación de los ciudadanos para mejorar la calidad de vida 
del país. Se toma el saneamiento básico como un servicio público indispensable que se 
encuentra como una de las obligaciones del Estado y por ello debe ser la autoridad 
superior en cuanto a dirigirlo y reglamentarlo de acuerdo a los principios de solidaridad, 
eficiencia y universalidad. El Estado debe entonces prevenir y controlar el deterioro 
ambiental y sancional legalmente a las personas naturales y jurídicas que causen 
daños o pongan el peligro el medio ambiente y exigir la reparación de los daños 
causados. 
 
En la Sentencia T-703 de 1998. MP: Antonio Barrera Carbonell, se establece que 
el derecho al medio ambiente sano, surge al interior de la Carta Política no como un 
derecho de carácter fundamental, sino de alcance colectivo, razón por la cual la tutela 
aparece como el mecanismo idóneo para lograr su protección, sólo en los eventos en 
que a consecuencia de su alteración o destrucción se pongan en peligro.  
 
Igualmente la Sentencia T-125 de 2015. MP: Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 
La corte analiza en esta sentencia, las normas nacionales e internacionales en la 
prevención y atención de desastres, la intervención que debe existir por parte delos 
Alcaldes, como representantes de la Administración Municipal, y la aplicación de 
políticas públicas encaminadas atender las necesidades derivadas de las acciones de 
la naturaleza, para el caso las lluvias; en relación a la vulneración generada a los 
derechos fundamentales de quienes resultan damnificados; esto es subsidios de 
vivienda temporal, alimentación, y demás mecanismos encaminados a salvaguardar los 
derechos fundamentales como la dignidad humana, vida digna, salud, y derecho a una 
vivienda digna. 
 
4.4 MARCO CONCEPTUAL 
 
En orden a analizar la protección al medio ambiente, se hace de vital importancia 
la comprensión plena del concepto de riesgos ambientales. Estos, de acuerdo a Granja 
(2010), se pueden apreciar desde dos perspectivas diferentes. 
 
“La primera habla respecto a una consideración simple, la “coup du sort”, la cual 
genera una aproximación considerando el riesgo del medio ambiente en sí mismo 
o también llamado riesgo externo (proveniente de las situaciones del exterior, de 
la tradición o de la naturaleza). Se establece además como tratamiento jurídico a 
esta situación de riesgo, la llamada fuerza mayor (evento imprevisible, exterior al 
agente e irresistible).  (Sanchez, 2013) 
 
La segunda habla de la revolución industrial y el desarrollo luego de la misma, y 
cómo en este sentido, hoy en día prima una civilización cargada de sobreproducción, 
manejo tecnológico, que a pesar de que genera buenos ingresos a los diferentes 
sectores del comercio y productivos, la cantidad de sustancias nocivas y toxicas 
presente en el aire, agua, alimentos, que no son pocas, son los resultados de este 
auge; todo envuelto en una definición que se volvió muy común: “progreso”. 
 
 La mayoría de los riesgos con impactos trascendentales en el medio ambiente, 
provienen de tres factores, los cuales se relacionan con dinámicas poblacionales y 
económicas, como son: en primera medida el urbanismo descontrolado y la inminente 
migración a las ciudades, lo que acarrea una degradación del medio ambiente mucho 
mayor. También, la planeación equivocada e inversiones improvisadas respecto a 
infraestructura social. Por último, una política pública que no se le puede llamar nada 
más que ineficiente, desacierto en el gasto público y déficit fiscal. Duque (2008). 
 
 La gran preocupación frente a la problemática medio ambiental, es que se 
ha descubierto que efectivamente se ve reflejado en el índice de morbilidad, la cual es 
definida como los años de vida sana perdidos, por la Organización Mundial de la Salud 
(2006). Al respecto, la OMS expresa “de las 102 principales enfermedades, grupos de 
enfermedades y traumatismos que cubre el Informe sobre la salud en el mundo de 
2004, los factores de riesgo ambientales contribuyeron a la carga de morbilidad en 85 
categorías. La fracción de la morbilidad atribuible específicamente al medio ambiente 
variaba de manera notable entre las diferentes enfermedades. Se calcula que en todo el 
mundo el 24% de la carga de morbilidad y aproximadamente el 23% de todas las 
defunciones (mortalidad prematura) eran atribuibles a factores ambientales”. 
 
Respecto a la forma de calcular, medir, evaluar y definir estos daños, las normas 
internacionales ISO 14004 (2004) y UNE 150008 EX (2000) definen los siguientes 
parámetros, todos incluidos en la Guía institucional de gestión ambiental, para su 
identificación y evaluación. 
 
Análisis de riesgo: Utilización sistemática de la información disponible para 
identificar los peligros y estimar los riesgos. 
 
Evaluación Ambiental estratégica: Un proceso sistemático para evaluar las 
consecuencias ambientales de las iniciativas propuestas de la política, del plan o del 
programa para asegurarse que son completamente incluidas y tratadas apropiadamente 
en la etapa más temprana posible de la toma de decisión, de la misma manera que 
consideraciones económicas y sociales. 
 
Evaluación del control: Revisión sistemática de los riesgos para garantizar que 
los controles aún son eficaces y adecuados. 
 
Evaluación de impacto ambiental: Un procedimiento para identificar los efectos 
ambientales del desarrollo proyectado, procedimiento legislativo que se aplicará al 
impacto de los efectos ambientales de cierto público y de los proyectos privados que 
son probables de tener efectos significativos en el ambiente. 
 
Evaluación del riesgo ambiental: Proceso de comparación entre el riesgo 
estimado y el criterio de riesgos. 
 
Monitoreo: Verificación, supervisión o medición regular de una actividad, acción o 
sistema para identificar los cambios en el nivel de desempeño requerido. 
 
Peligro ambiental: Cualquier propiedad, condición o situación, de una sustancia o 
un sistema (instalación, equipo, etc.), que pueda ocasionar daños. 
 
Riesgo residual: Riesgo remanente después de la implementación del 
tratamiento del riesgo. 
 Como se mencionó anteriormente, el Desarrollo sostenible fue definido por la 
Comisión Mundial Para el Medio Ambiente y el Desarrollo de la ONU en el libro 
“Nuestro Futuro Común”, como: la importante idea de que las sociedades han de 
satisfacer las necesidades sin comprometer la capacidad de las generaciones futuras 
para satisfacer sus propias necesidades. Esto, entonces, se vislumbra como la finalidad 
principal de cualquier tipo de protección, o atisbo de ello, del medio ambiente. 
 
Ahora bien, siendo de igual importancia estudiar los efectos nocivos que 
acarrean los riesgos, se tiene que la contaminación tanto del aire como del agua es la 
principal de estas problemáticas. Respecto a esta, se tiene que la causa principal de 
contaminación de aire urbano es el uso intensivo de combustibles fósiles, tanto en el 
ámbito industrial como en el de transporte. Este tipo de contaminación es la causa de 
muertes prematuras, afecta, de una manera u otra, la salud de millones de habitantes, 
lo que genera una gran pérdida de dinero en atención médica (Romieu, 2010) 
 
 
En cuanto a la contaminación del agua, se tienen las enfermedades transmitidas 
por el agua (ETA’s); siendo estas las que se adquieren como consecuencia de la 
exposición o ingesta de agua contaminada por microorganismos patógenos. Estas 
enfermedades pueden ser producidas por bacterias, virus, protozoarios y helmintos, 
provocando diarrea, fiebre tifoidea, giardiasis, hepatitis, entre otras enfermedades. Las 
ETA’s se han convertido, con el pasar de los años, en una de las causas de morbilidad 
y mortalidad más importante a nivel mundial (Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible, 2012). De acuerdo a UNICEF/WHO (2008), en 2006, el 13% de la población 
(siendo esto 884 millones de habitantes) utilizaban algún tipo de fuentes de agua 
contaminada. 
 
 Ahora, respecto a los problemas sanitarios por sustancias tóxicas, estos 
corresponden a uno de los impactos ambientales intermedios, o menos comunes. 
Pueden llegar a producir enfermedades graves o incluso crónicas. Entre las sustancias 
más comunes que generan intoxicación en los hombres, están los pesticidas y 
sustancias corrosivas (Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 2012) 
 
Por último, se tiene que los comparendos ambientales, son instrumentos de 
control que permite imposición de sanciones a las personas naturales o jurídicas que 
con su acción  u omisión, causen daños impacten el ambiente. En general, estos son 
por mal manejo de residuos sólidos o por disposición indebida de escombros 
(Corporación Autónoma Regional del Quindío). Estas sanciones fueron desarrolladas 
por la Ley 1259 de 2008, la cual los desarrolla, regula y dispone de su implementación. 
Para tales efectos, en Pereira se creó la plataforma Sistema Única de Información del 
Comparendo Ambiental (SUICA), desde donde se administran los diferentes aspectos 
de los procesos relacionados con la administración, seguimiento y control de la logística 
de los comparendos ambientales. 
 
 
4.5 ESTADO DEL ARTE  
 
En relación a la protección del medio ambiente, a buscar un desarrollo sostenible 
donde, a pesar de dársele un uso a los recursos naturales con finalidades económicas y 
sociales, se propenda la conservación de los mismos, a obtener lineamientos y 
directrices respecto de cómo proceder ante incumplimientos con el compromiso 
medioambiental de los Estados, se ha generado toda clase de producciones 
académicas. Específicamente, como estado del arte de la presente investigación, se 
han destacado las siguientes publicaciones: 
 
Libro titulado: “Responsabilidad del Estado Colombiano por daño ambiental” 
Henao (2002). En este, el Dr. Henao se encarga de plantear el daño ambiental como 
uno obligado a resarcirse por parte del Estado Colombiano tal y como lo sería cualquier 
tipo de responsabilidad reconocida ampliamente como estatal. Esto lo hace 
abordándolo desde la responsabilidad civil, analizando sus componentes y mostrando, 
finalmente, por qué constituye responsabilidad del Estado.  
 Libro titulado: Responsabilidad penal y administrativa en derecho ambiental 
Colombiano” rodas (2005). Este está enfocado en la protección y defensa del medio 
ambiente y los recursos naturales encaminado por una responsabilidad ética colectiva. 
 
Libro titulado: “Perspectiva del derecho ambiental en Colombia” Londoño, 
Rodríguez y Herrera (2006). El libro hace alusión al procedimiento y las características 
de los daños, impactos y efectos causados a la naturaleza, contemplado desde la 
perspectiva del Decreto 1594 de 1984, en sentencia C- 710 de 2001. 
 
Tesis de grado titulada: “Nuevos riesgos ambientales y Derecho 
Administrativo”. En esta, se establece:  
“Que la administración posee las herramientas técnico-jurídicas imprescindibles 
para regular eficazmente los paradigmas medioambientales relacionados con los 
riesgos que se presentan dentro del contexto social pero se deber realizar una 
revisión exhaustiva de algunas instituciones jurídicas administrativas específicas 
como por ejemplo en las funciones y las capacidades de los organismos 
encargados de la protección del medio ambiente”. (Rubiano, 2010) 
 
 
Tesis de grado titulada:  “La acción popular: herramienta del ministerio público 
en la defensa del medio ambiente”, por Bastidas y Salazar (2010). En esta monografía 
las autoras explican que La acción popular además de ser una herramienta a 
disposición del Ministerio Público en defensa del medio ambiente, siendo este un canal 
efectivo de control por parte de la ciudadanía, quienes pueden poner de presente la 
problemática ambiental para que aquél le de curso a la acción popular en pro del 
derecho vulnerado o que está en peligro de serlo. 
 
Libro titulado: “La Constitución ecológica de Colombia” Amaya (2010) Segunda 
edición. En este, el autor analiza el problema ambiental de Colombia, como uno político 
y constitucional, buscando encontrar la relación existente entre los conceptos de calidad 
de vida, medio ambiente y Constitución Política. Incluye el estudio del papel de los 
recursos naturales en la historia del constitucionalismo colombiano, así como un estudio 
de los proyectos de contenido ambiental que se presentaron al interior de la Asamblea 
Nacional Constituyente de 1991. Así mismo, se encarga del estudio de los artículos de 
contenido ambiental de 18 constituciones latinoamericanas. 
 
 
Artículo titulado: “Perspectiva jurídica de los impactos ambientales sobre los 
recursos hídricos provocados por la minería en Colombia” Güiza (2011). En este 
artículo, el autor se encarga de estudiar un sinnúmero de consecuencias e impactos 
que ha tenido la minería en el Estado Colombiano, específicamente sobre los recursos 
hídricos. Busca las  prescripciones establecidas en el ordenamiento jurídico que buscan 
preservar y proteger el entorno natural de actividades de alto impacto ambiental como 
la minería y estudia y analiza cómo a través de debilidades en las estructuras 
administrativas, se han generado un alto número de explotaciones mineras que no 
cumplen con los mínimos estándares ambientales requeridos; con lo cual se están 
vulnerando derechos humanos relacionados con el manejo y aprovechamiento racional 
de los recursos naturales, el derecho humano al agua, el goce de un ambiente sano, el 
equilibrio ecológico, entre otros. 
 
Ensayo titulado: “Las medidas preventivas ambientales, una aproximación 
desde el derecho administrativo” por Páez y Rodríguez (2013). Los autores de este 
ensayo concluyen, que las medidas preventivas son un instrumento del que se vale el 
ordenamiento jurídico garantizando así el cumplimiento de la normativa ambiental 
facultando a la Administración en el ejercicio de la actividad de policía, correspondiente 
al establecimiento de órdenes positivas o negativas que restringen o limitan los 
derechos individuales, con el propósito de ejercer un estricto control sobre las 
actividades que perturban el orden público ecológico, al amenazar o transgredir los 
recursos naturales; es decir, las medidas cautelares tienen una función disuasiva al 
buscar que los particulares realicen actividades que hagan un uso y aprovechamiento 
sostenible del medio ambiente. 
 
 
Tesis de grado titulada:  “La responsabilidad administrativa ambiental por 
conductas omisivas de las Corporaciones Autónomas Regionales” por Parra (2014). 
Esta tesis está enfocada sobre las decisiones jurisprudenciales y doctrinales de la 
responsabilidad administrativa frente a las CAR´S, donde se reconoce la falta de 
cuidado y ejecución de las funciones que deben desempeñar frente a posibles riesgos y 
daños ambientales, además afirman que las conductas omisivas de los agentes 
estatales de dichas corporaciones reflejan la falta de seguimiento ante un evidente daño 
o acto impropio particular, como las licencias que expiden y desconocimiento de leyes 
para el bien común. 
 
Artículo titulado:  “La protección de la naturaleza y el medio ambiente, un nuevo 
objetivo del ordenamiento juridico. Análisis comparativo entre Colombia y Francia” por 
Alvarado (2014). El autor hace referencia sobre la protección a la naturaleza y el medio 
ambiente se debe volver una preocupación o una necesidad plasmada en textos 
jurídicos en el siglo XX.  
 
 
 
 
 
 
5. METODOLOGÍA 
 
5.1 ENFOQUE DE LA INVESTIGACIÓN 
 
El enfoque planteado es CUALITATIVO, debido a que se analizará sobre cómo ha sido 
la intervención de la DIGER frente a la protección del medio ambiente en el Municipio 
de Pereira, durante el periodo 2016-2017. 
Por esto, la intención del proyecto denominado “Análisis de la intervención de la DIGER 
frente a la protección del medioambiente en el Municipio de Pereira, entre los años 
2016-2017. Tiene como finalidad determinar si los mecanismos de protección del medio 
ambiente utilizados por la Dirección de Gestión de Riesgo han sido efectivos.  
 
5.2 ALCANCE DE LA INVESTIGACIÓN 
 
El alcance de la presente investigación, es Descriptivo-Correlacional. De acuerdo a la 
descripción se examinarán los diferentes mecanismos implementados por la DIGER 
para ofrecer a los ciudadanos Pereiranos la garantía de la protección del medio 
ambiente, a través del seguimiento y evaluación de políticas, estrategias, planes, 
programas, regulaciones, instrumentos, medidas y acciones permanentes para el 
conocimiento y la reducción del riesgo, y para el manejo de desastres. 
Frente al enfoque Correlacional, la finalidad es Establecer la correspondencia existente 
entre los comparendos ambientales realizados en la Administración Municipal y las 
infracciones ambientales denunciadas por los ciudadanos del Municipio de Pereira 
entre los años 2016 a 2017. 
 
5.3 UNIDAD MUESTRAL. 
 
Tratándose de un estudio de corte cualitativo, en el cual se buscan las características 
de unidad de muestra, la que se pretende implementar dentro de la presente 
investigación es Intencional o de juicio; pues la entrevista, será el instrumento que 
utilizaremos para obtener información sobre cómo ha sido la intervención por parte de 
la DIGER (Dirección de Gestión de Riesgo) frente a la protección del medio ambiente 
en el Municipio de Pereira entre los años 2016 y 2017. 
 
5.4 INSTRUMENTOS DE RECOLECCIÓN DE LA INFORMACIÓN 
 
El instrumento se realizará al Director Operativo de la DIGER, con el fin de obtener 
información a cerca los mecanismos de evaluación y control de los riesgos ambientales, 
aplicados por ésta dependencia, para la protección del medio ambiente en la ciudad de 
Pereira, de conformidad con lo establecido en la ley 1523 de 2012; y establecer la 
correspondencia existente entre de los comparendos ambientales realizados en la 
Administración Municipal y las infracciones ambientales denunciadas por los 
ciudadanos del Municipio de Pereira entre los años 2016 a 2017. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
6. ESQUEMA TEMÁTICO 
 
CAPÍTULO 1: MECANISMOS IMPLEMETADOS POR LA ADMINISTRACIÓN 
MUNICIPAL DE PEREIRA PARA LA PROTECCION DEL MEDIO AMBIENTE EN EL 
PERIODO 2016-2017. 
 
1.1. Protección del medio Ambiente. 
1.2. Comparendos Ambientales. 
 
 
CAPITULO 2: MECANISMOS DE EVALUACIÓN Y CONTROL DEL LOS RIESGOS 
AMBIENTALES APLICADOS POR LA DIGER, PARA LA PROTECCIÓN DEL MEDIO 
AMBIENTE EN LA CIUDAD DE PEREIRA. LEY 1523 DE 2012.  
 
2.1. Mecanismos de evaluación y control de los Riesgos Ambientales implementados 
por la DIGER. 
2.2. Análisis de la ley 1523 de 2012. 
 
 
CAPITULO 2: MECANISMOS DE EVALUACIÓN Y CONTROL DEL LOS RIESGOS 
AMBIENTALES APLICADOS POR LA DIGER, PARA LA PROTECCIÓN DEL MEDIO 
AMBIENTE EN LA CIUDAD DE PEREIRA. LEY 1523 DE 2012.  
 
2.1. Mecanismos de evaluación y control de los Riesgos Ambientales implementados 
por la DIGER. 
2.2. Análisis de la ley 1523 de 2012. 
 
 
 
 
CAPITULO 3: correspondencia existente entre de los comparendos ambientales 
realizados en la Administración Municipal y las infracciones ambientales 
denunciadas por los ciudadanos del Municipio de Pereira entre los años 2016 a 
2017. 
 
3.1. Infracciones Ambientales denunciadas por los Pereiranos entre los años 2016 a 
2017. 
3.2. Comparendos Ambientales realizados entre los años 2016 a 2017. 
 
 
 
 
7. PERSONAL INVESTIGATIVO 
 
 
Nombre del  
investigador 
Formación 
Académica 
 
Función dentro 
del Proyecto 
Dedicación 
Horas/Semana 
TOTAL 
ANDREA 
CAROLINA CALVO 
ARBELAEZ 
Abogado-
Estudiante de 
Especialización 
en Derecho 
Administrativo 
Investigador 2 horas Cada 
hora vale 
$ 30.000. 
Para un 
total de 
$60.000 
ORLYANA MARIN 
PEREZ 
Abogado-
Estudiante de 
Especialización 
en Derecho 
Administrativo 
Investigador 2 horas Cada 
hora vale 
$30.000 
Para un 
total de 
$60.000 
CAROLINA ARIAS 
OSORIO 
Abogado-
Estudiante de 
Especialización 
en Derecho 
Administrativo 
Investigador 2 horas Cada 
hora vale 
$30.000 
Para un 
total de 
$60.000 
Docente Ángela 
María Henao Mejía 
Profesional en 
Filosofía y 
Letras 
Asesor 2 horas 
semanales  
Cada 
hora vale 
$30.000 
Para un 
total de 
$60.000 
8. PRESUPUESTO 
 
 
UNIVERSIDAD LIBRE SECCIONAL PEREIRA 
FORMATO DE PRESUPUESTO PROYECTOS DE INVESTIGACION 
  PROGRAMA ACADÉMICO: Especialización en Derecho 
Administrativo 
NOMBRE DEL PROYECTO: ANÁLISIS DE LA INTERVENSION DE LA 
DIGER (DIRECCIÓN DE GESTIÓN DE RIESGO) FRENTE A LA 
PROTECCIÓN DEL MEDIO AMBIENTE, EN EL MUNICIPIO DE 
PEREIRA ENTRE LOS AÑOS 2016 A 2017. 
 
GASTOS ACADÉMICOS VALOR TOTAL  
Arrendamientos Equipos    
Contribuciones y Afiliaciones   
Seguros transporte de estudiantes   
Servicio de  Teléfono   
Transportes, Fletes y Acarreos   
Publicidad, Propaganda y Promoción   
Servicio de  Encuadernación y Empaste   
Gastos de Viaje   
Alojamiento y Manutención   
Viáticos 
                          $ 
100.000 
Pasajes Aéreos   
Pasajes Terrestres 
                          
$100.000 
Suscripciones Periódicos y Revistas   
Útiles, Papelería y Fotocopias 
                          
$100.000 
Taxis  Y Buses 
                            
$200.000  
Casino Y Restaurante                                
Elementos Computador Y Telecomunic.   
TOTAL GASTOS 
                            
$500.000 
    
I N V E R S I O N E S   
Bases de Datos Bibliotecas Virtuales   
Publicaciones de libros y revistas   
Capacitación a Docentes   
Libros para la Biblioteca (Fisicos y digitales)                             
Programas para Computador (Software)   
Vestuarios y Uniformes   
TOTAL INVERSIONES                             
TOTAL GASTOS MAS INVERSIONES                         
  
  Investigador:    ORLYANA MARIN PÉREZ 
    
Investigador: ANDREA CAROLINA CALVO                       
ARBELAEZ  
  
Investigador CAROLINA ARIAS OSORIO  
    
  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
9. RESULTADOS E IMPACTOS ESPERADOS  
 
Generación de nuevo conocimiento 
RESULTADO 
ESPERADO 
INDICADOR BENEFICIARIO 
Formación-Educación 
Ambiental a la comunidad 
Pereirana. 
Foro Ambiental. Comunidad Pereirana.  
 
 
10. ESTRATEGIA DE DIVULGACIÓN DE RESULTADOS DE INVESTIGACIÓN 
Formación y desarrollo de la Mesas de trabajo desarrolladas en la Personería Municipal 
enfocada en el conocimiento y respeto de la Protección del medio Ambiente en la 
ciudad de Pereira. 
 
11. CRONOGRAMA 
 
MES 
 
ACTIVIDAD 
ENERO FEBRERO MARZO ABRIL MAYO JUNIO 
SELECCIÓN Y 
DELIMITACION 
DEL TEMA 
 
X 
     
EVALUACION EN 
EL CENTRO DE 
INVESTIGACIÓN 
 X 
 
 
   
CONSTRUCCIÓN 
DE LA 
PREGUNTA, LOS 
OBJETIVOS Y LA 
JUSTIFICACIÓN 
  X    
PROPUESTA 
METODOLÓGICA 
   X   
DESARROLLO 
DEL MARCO 
TEÓRICO 
  X X X  
PRESENTACIÓN 
DEL 
ANTEPROYECTO 
     X 
APROBACIÓN 
DEL 
ANTEPROYECTO 
     X 
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